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Con el fin de dar cumplimiento a lo ordenado en el artículo 110 del CGP en concordancia con el inciso 3 del artículo 9 del Decreto 806 de 2020, se fija el 
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En obedecimiento a lo consagrado en el artículo 370 del C.G.P por remisión del art. 145 CPL, en concordancia con el artículo 9 del Decreto 806 de 2020, 
se mantiene el presente traslado virtual en línea para consulta permanente a los interesados, especialmente a disposición de la parte contraria. 
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Señores, 

JUZGADO PRIMERO (001) CIVIL DE CIRCUITO DE PAMPLONA 

E. S. D. 

 

 

REFERENCIA: Proceso Ordinario Laboral promovido NANCY STELLA GARCIA 

CAICEDO en contra de La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

“COLPENSIONES” 

RADICADO: 54518310300120200005300 

ASUNTO:   CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

 

ISABEL CRISTINA BOTELLO MORA, identificada con la Cédula de Ciudadanía 

No. 60.390.346 expedida en Cúcuta y con domicilio en esta ciudad, abogada titulada 

y en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional No. 282196 expedida por el C.S. 

de la J., actuando en mi condición de apoderada sustituta del Doctor LUIS 

EDUARDO ARELLANO JARAMILLO, quien es mayor de edad, portador de la 

cedula de ciudadanía No. 16736240 y tarjeta profesional No. 56302 del Consejo 

Superior de la judicatura, según Poder otorgado por la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES mediante escritura pública No. 

3372, el cual fue conferido por su actual representante legal o quien haga sus veces, 

siendo esta la oportunidad pertinente y estando dentro del término de ley mediante 

este escrito, me permito presentar la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

Ordinaria Laboral instaurada por NANCY STELLA GARCIA CAICEDO, de 

conformidad con lo establecido por el Código de Procedimiento Laboral en su Artículo 

31 (Modificado por el Art. 18 de la Ley 712 de 2001), de la siguiente manera: 

 

 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, 

REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una empresa 

industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada como entidad 

financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería 

jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto consiste 

en la administración estatal del régimen de prima media con prestación definida 

incluyendo la administración de los beneficios económicos periódicos de que trata el 

Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio del artículo 48 de la constitución Política, 

de acuerdo con lo que establezca  la  ley que los desarrolle.  

 

La representación legal la ejerce el doctor JUAN MIGUEL VILLA LORA identificado 

con la cédula de ciudadanía 12.435765 DE Valledupar   quien obra en su calidad de 

presidente grado 03 según consta en el Acuerdo No 138 de 17 de octubre de 2018, 

debidamente posesionada, con fecha de inicio del cargo 17 de octubre de 2018.  El 



 
domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B 

piso 11, número telefónico 2170100. 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO Y CONCRETO SOBRE CADA UNO DE LOS 

HECHOS DE LA DEMANDA: 

 

SOBRE EL PRIMERO.-  Se acepta el hecho, según el documento que se aporte al 

proceso y constate el mismo. 

SOBRE EL SEGUNDO.- No me consta, nos atenemos a lo que resulte probado en 

el transcurso del proceso. 

SOBRE EL TERCERO.-  No me consta, nos atenemos a lo que resulte probado en el 

transcurso del proceso. 

SOBRE EL CUARTO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial de la 

parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas a mi 

representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 

acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL QUINTO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial de la 

parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas a mi 

representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 

acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL SEXTO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial de la 

parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas a mi 

representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 

acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL SÉPTIMO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial de la 

parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas a mi 

representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 

acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL OCTAVO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial de la 

parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas a mi 

representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 

acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL NOVENO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial de la 

parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas a mi 

representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 



 
acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL DÉCIMO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial de la 

parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas a mi 

representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 

acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL UNDÉCIMO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial 

de la parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas 

a mi representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 

acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL DUODÉCIMO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado judicial 

de la parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas ajenas 

a mi representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán ser 

acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL DECIMOTERCERO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado 

judicial de la parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas 

ajenas a mi representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán 

ser acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL DECIMOCUARTO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado 

judicial de la parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas 

ajenas a mi representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán 

ser acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL DECIMOQUINTO.- No me consta, lo manifestado por el apoderado 

judicial de la parte demandante, toda vez que son circunstancias fácticas y jurídicas 

ajenas a mi representada, de las cuales se desconoce su veracidad y que deberán 

ser acreditadas por la parte demandante. Por lo tanto, nos atenemos a lo que resulte 

probado en el transcurso del proceso. 

SOBRE EL DECIMOSEXTO.- No me consta, nos atenemos a lo que resulte probado en 

el transcurso del proceso. 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA 

DEMANDA 

  

Rechazo todas y cada una de las declaraciones y condenas deprecadas en la 

demanda, que sin fundamento se solicitan y me opongo a sus declaratorias y 

reconocimientos por carecer todas ellas de sustento jurídico y fáctico. En 



 
consecuencia, solicito comedidamente se ABSUELVA a mí Representado de los 

cargos formulados en su contra y se condene en costas a la parte actora. 

 

COLPENSIONES no puede hacer nada diferente a cumplir la Constitución y la Ley y 

sus reglamentos, a cuyas disposiciones están sometidos también los afiliados. 

 

Así como se expresó en la contestación de la demanda y como se demostrará en el 

proceso, al demandante no le asiste el derecho reclamado y, por tanto, 

COLPENSIONES está exento del pago de la obligación solicitada. 

 

SOBRE LAS DECLARATIVAS: 

 

SOBRE EL PRIMERO.- Me opongo a la declaratoria de nulidad y/o ineficacia del 

traslado de régimen y de afiliación al régimen de ahorro individual con solidaridad 

teniendo en cuenta que, el accionante se afilió de manera voluntaria a dicho fondo 

de RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD (RAIS), por lo cual, 

incursa en lo establecido por el literal B) del art. 13 de la ley 100 de 1993; y, el literal 

E) Modificado por la Ley 797 de 2003, por estar a menos de diez (10) años para 

pensionarse. 

SOBRE EL SEGUNDO.- Me opongo y me atengo a los resultados, toda vez que, 

la parte accionante no puede desconocer su traslado de forma voluntaria y sin 

presión al REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD (RAIS) y se 

mantuvo en este hasta hoy fecha. Esto es, teniendo en cuenta que, en principio, la 

escogencia y afiliación a un determinado régimen de pensiones, debe ser un acto 

libre, consciente y voluntario del trabajador. Por lo tanto, en lo referente a la nulidad 

se tiene que, para que pueda predicarse existencia y validez de la afiliación, ésta 

debe reunir los requisitos dispuestos en el artículo 1502 del Código Civil, esto es, 

que la declaración de voluntad debe provenir de una persona legalmente capaz, que 

preste su consentimiento sin error, fuerza o dolo que lo vicie, que recaiga sobre un 

objeto lícito y que tenga además una causa lícita.  

Ante la ausencia de uno de estos elementos, el acto es inexistente y de presentarse 

alguno de los vicios enunciados, se entiende que es nulo el acto de afiliación y, en 

consecuencia, no es posible hacerle producir efectos en el mundo jurídico. Por lo 

tanto, en el asunto examinado, no se logra colegir la ausencia de alguno de los 

elementos anteriormente mencionados, ni tampoco que fuese engañado y 

conducido a un error en su convencimiento. Por el contrario, se evidencia la 

manifestación libre y voluntaria del demandante de permanecer al régimen de 

ahorro individual con solidaridad y a su vez, la validez del formulario de afiliación 

que perfeccionó tal voluntad. 

 

En igual sentido, respecto a la ineficacia de la afiliación, una vez revisado el acervo 

probatorio, no se encuentra elemento alguno que permita dar cuenta que, se 

presentó una falta de información por parte del fondo privado al momento de 

llevarse a cabo la suscripción del formato de afiliación al régimen de ahorro individual 



 
con solidaridad y que, por lo tanto, la insuficiencia de la información afecte los 

intereses del afiliado en procura de reivindicar su derecho o el acceso al mismo.  

 

A su vez, es menester tener en cuenta que la demandante nunca estuvo afiliada ni 

al entonces Instituto de Seguros Sociales ni hoy Colpensiones, no reposa en su 

historia laboral semana alguna de cotización, por lo cual, no podría predicarse una 

nulidad y/o ineficacia del traslado que conlleve a que sea Colpensiones el llamado a 

recibir a la afiliada en el régimen de prima media y con posterioridad, al eventual 

reconocimiento de un derecho pensional.  

 

SOBRE LAS CONDENATORIAS: 

 

SOBRE EL PRIMERO.- (segunda en demanda): Me opongo y me atengo al 

resultado. 

SOBRE EL SEGUNDO.- (Tercera en demanda) Me opongo y me atengo al 

resultado toda vez que, no le asiste derecho. 

SOBRE EL TERCERO.-  (cuarta en demanda) Me opongo y me atengo al resultado 

toda vez que, no le asiste derecho. 

SOBRE EL CUARTO.-  (quinta en demanda) Me opongo y me atengo a los 

resultados toda vez que, no le asiste derecho al accionante por haberse afiliado de 

forma voluntaria y sin presión al REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON 

SOLIDARIDAD (RAIS) y se mantuvo en este hasta hoy fecha, por lo cual, incursa en 

lo establecido por el literal B) del art. 13 de la ley 100 de 1993; y, el literal ME) 

Modificado por la Ley 797 de 2003, por estar a menos de diez (10) años para 

pensionarse, por lo cual me opongo a cualquier otro derecho distingo al pretendido 

en la demanda y la aplicación a las facultades extra y ultra petita. 

SOBRE EL QUINTO.- (sexta en demanda) Me opongo a que se condene en costas 

procesales a mi representada porque a la parte accionante no le asiste derecho se 

ha obrado de buena fe, con apego al derecho y no le asiste derecho al accionante 

por haberse afiliado de forma voluntaria y sin presión al REGIMEN DE AHORRO 

INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD (RAIS) y se mantuvo en este hasta hoy fecha, por 

lo cual, incursa en lo establecido por el literal B) del art. 13 de la ley 100 de 1993; 

y, el literal ME) Modificado por la Ley 797 de 2003, por estar a menos de diez (10) 

años para pensionarse. 

 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 

 

El demandante solicita la nulidad e ineficacia del traslado al régimen de ahorro 

individual con solidaridad y, que, por consiguiente, sean devueltos todos los valores, 

aportes, cotizaciones y demás que se hubieren podido recibir en el mencionado 

régimen, a la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES-, 



 
argumentando que hubo una indebida información al momento de realizarse su 

traslado de régimen, del régimen de prima media con prestación definida, al régimen 

de ahorro individual con solidaridad; actos que, no corresponden a mi representada 

y de los cuales tampoco tuvo conocimiento al momento de realizarse, simplemente 

se acató la voluntad del demandante de trasladarse de régimen pensional conforme 

a la normatividad. Por lo cual, los hechos alegados en el libelo demandatorio 

referentes a la indebida información y engaño por parte del fondo privado, deberán 

ser probados a lo largo del proceso judicial y no son competencia de mi 

representada. 

 

- REFERENTE A LA INEFICACIA Y/O NULIDAD DEL TRASLADO Y 

AFILIACIÓN: 

 

La petición encaminada a la declaratoria de ineficacia y/o nulidad de traslado no 

resulta procedente, teniendo en cuenta que a la fecha, el traslado efectuado por el 

demandante al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, goza de plena validez 

a la luz de las leyes colombianas, ya que el mismo se realizó ejerciendo su derecho 

a la libre elección de régimen establecido en el art. 13 literal B de la ley 100/93 y la 

afirmación de indebida y engañosa información, deberá alegarse y demostrarse en 

el transcurso del proceso judicial.  

 

En ese sentido, al referirnos a la validez del traslado realizado por el demandante al 

régimen de ahorro individual con solidaridad se tiene que el mismo se realizó bajo 

el derecho a la libre elección de régimen que le asiste al demandante y que se 

consagra de la siguiente manera: 

 

LEY 1328 DEL 2009.- ARTÍCULO 48. 

 

Modificase los literales c) y, d) del artículo 60 de la Ley 100 de 1993, los cuales 

quedarán así:  

 

c) Los afiliados al sistema podrán escoger y trasladarse libremente entre entidades 

administradoras y entre los Fondos de Pensiones gestionados por ellas según la 

regulación aplicable para el efecto, así como seleccionar la aseguradora con la cual 

contraten las rentas o pensiones. 

 

En todo caso, dentro del esquema de MULTIFONDOS, el Gobierno Nacional definirá 

unas reglas de asignación al fondo moderado o conservador, para aquellos afiliados 

que no escojan el fondo de pensiones dentro de los tiempos definidos por las normas 

respectivas, reglas de asignación que tendrán en cuenta la edad y el género del 

afiliado.  

 

Así mismo, la administradora tendrá la obligación expresa de informar a los afiliados 

sus derechos y obligaciones de manera tal que les permitan la adopción de 

decisiones informadas.  

 



 
Por su parte, el afiliado deberá manifestar de forma libre y expresa a la 

administradora correspondiente, que entiende las consecuencias derivadas de su 

elección en cuanto a los riesgos y beneficios que Caracterizan este fondo.  

 

En igual sentido, la facultad de migrar de un régimen pensional a otro surge por 

disposición del artículo 13 ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2 de la ley 797 

de 2003 donde señaló “Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger 

el régimen de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos 

sólo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados 

a partir de la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente 

ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o 

menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez; (aparte 

subrayado condicionado bajo el entendido que “ las personas que reúnen las 

condiciones del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 

1993 y que habiéndose trasladado al régimen de ahorro individual con solidaridad, 

no se hayan regresado al régimen de prima media con prestación definida, pueden 

regresar a éste -en cualquier tiempo-, conforme a los términos señalados en la 

sentencia C-789 de 2002). 

 

 

- RESPECTO DEL COMPORTAMIENTO DEL AFILIADO EN EL SISTEMA: 

 

 La Corte también ha indicado que existen ciertos comportamientos y actividades 

que demuestran el compromiso de un afiliado de permanecer en un régimen 

pensional.  

 

Al respecto en la sentencia SL413-2018, expresó: “Desde luego que, para la tesis 

que ahora sostiene la Sala, la presencia o no de cotizaciones consistente con el 

formato de vinculación no es la única expresión de esa voluntad, pueden existir 

otras, tales como las solicitudes de información de saldos, actualización de datos, 

asignación y cambio de claves, por mencionar algunos actos de relacionamiento con 

la entidad que pueden denotar el compromiso serio de pertenecer a ella. Lo 

importante es que exista correspondencia entre voluntad y acción, es decir, que la 

realidad sea un reflejo de lo que aparece firmado, de modo tal que no quede duda 

del deseo del trabajador de pertenecer a un régimen pensional determinado”. 

 

Por lo cual, no puede predicarse ausencia absoluta de información al afiliado cuando 

ha recibido información acerca de su saldo en su cuenta de ahorro individual, 

modalidades de pensión y/o cualquier tipo de notificación a través de los canales de 

servicios de las Administradoras de Fondos de Pensiones y con todo esto, 

permanecer un número de años considerables al Fondo Privado, demostrando el 

deseo de seguir perteneciendo al mismo. 

 

- PERJUICIO A LA SOSTENIBILIDAD ECONÓMICA DEL SISTEMA 

PENSIONAL: 

 

A este respecto, es importante traer a colación los argumentos de la Corte 

Constitucional en su sentencia C-1024/2004 de la Corte Constitucional, “(..) la 



 
medida prevista en la norma acusada, conforme a la cual el afiliado no podrá 

trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la 

edad para tener derecho a la pensión de vejez, resulta razonable y proporcional, a 

partir de la existencia de un objetivo adecuado y necesario, cuya validez 

constitucional no admite duda alguna. En efecto, el objetivo perseguido por la 

disposición demandada consiste en evitar la descapitalización del fondo común del 

Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, y simultáneamente, 

defender la equidad en el reconocimiento de las pensiones del Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad, pues se aparta del valor material de la justicia, que 

personas que no han contribuido a obtener una alta rentabilidad de los fondos de 

pensiones, puedan resultar finalmente beneficiadas del riesgo asumido por otros. 

  

A juicio de esta Corporación, el período de carencia previsto en la norma demandada 

no vulnera el derecho a la igualdad, ni ningún otro principio o derecho fundamental 

que emane de las relaciones de trabajo, básicamente por las siguientes 

consideraciones. 

 

Para esta Corporación, el derecho a la libre elección entre los distintos regímenes 

pensionales previstos en la ley, no constituye un derecho absoluto, por el contrario, 

admite el señalamiento de algunas excepciones que, por su misma esencia, pueden 

conducir al establecimiento de una diversidad de trato entre sujetos puestos 

aparentemente en igualdad de condiciones, tales como, el señalamiento de límites 

para hacer efectivo el derecho legal de traslado entre regímenes pensionales. Ahora 

bien, la Corte ha sostenido que dicha diversidad de trato no puede considerarse per 

se contraria al Texto Superior, pues es indispensable demostrar la irracionabilidad 

del tratamiento diferente y, más concretamente, la falta de adecuación, necesidad 

y proporcionalidad de la medida en el logro de un fin constitucionalmente admisible. 

  

Desde esta perspectiva, el objetivo perseguido con el señalamiento del  período de 

carencia en la norma acusada, consiste en evitar la descapitalización del fondo 

común del Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, que se 

produciría si se permitiera que las personas que no han contribuido al fondo 

común y que, por lo mismo, no fueron tenidas en consideración en la realización del 

cálculo actuarial para determinar las sumas que representarán en el futuro el pago 

de sus pensiones y su reajuste periódico; pudiesen trasladarse de régimen, cuando 

llegasen a estar próximos al cumplimiento de los requisitos para acceder a la 

pensión de vejez, lo que contribuiría a desfinanciar el sistema y, por ende, a poner 

en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto de cotizantes. 

No sobra mencionar en este punto, que el sustento actuarial es el que permite 

asumir los riesgos que se encuentran involucrados con el sistema y que, en ese 

orden de ideas, su falta de ajuste con la realidad económica del país, simplemente 

podría llegar a poner en riesgo la garantía del derecho pensional para los actuales 

y futuros pensionados. 

  

Así las cosas, el período de carencia o de permanencia obligatoria, permite, en 

general, una menor tasa de cotización o restringe la urgencia de su incremento, al 

compensar esta necesidad por el mayor tiempo que la persona permanecerá afiliado 

a un régimen, sin generar los desgastes administrativos derivados de un traslado 



 
frecuente y garantizando una mayor utilidad financiera de las inversiones, puesto 

que éstas pueden realizarse a un largo plazo y, por ello, hacer presumir una 

creciente rentabilidad del portafolio conformado por la mutualidad del fondo común 

que financia las pensiones en el régimen de prima media con prestación definida”. 

 

Pudiéndose concluir que, a pesar de que los fondos privados trasladen a la 

Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES – la totalidad de 

Cotizaciones, rendimientos financieros y gastos de administración, pertenecientes a 

la cuenta individual del actor, debidamente indexados por el periodo en que el actor 

permaneció afiliado al mismo, se genera una afectación al sistema pensional por 

cuanto nadie puede resultar subsidiado a costa de los recursos ahorrados de manera 

obligatoria por los otros afiliados a este esquema dado que el período de 

permanencia obligatoria contribuye al logro de los principios de universalidad y 

eficiencia y asegura la intangibilidad y sostenibilidad del sistema al preservar los 

recursos dispuestos para garantizar el pago futuro de mesadas y el reajuste 

periódico de las mismas. Según la Corte, el fondo del régimen solidario de prima 

media con prestación definida se descapitalizaría. 

Adicionalmente, las sentencia SU-062 de 2010, de la Corte Constitucional en materia 

de traslados, indica que nadie puede resultar subsidiado a costa de los recursos 

ahorrados de manera obligatoria por los otros afiliados a este esquema, dado que 

el régimen solidario de prima media con prestación definida se descapitalizaría.  

Así mismo, dentro de la aludida jurisprudencia la Corte recordó que “el derecho a la 

libre elección entre los distintos regímenes pensionales previstos en la ley, no 

constituye un derecho absoluto, por el contrario, admite el señalamiento de algunas 

excepciones que, por su misma esencia, pueden conducir al establecimiento de una 

diversidad de trato”.  

Como se observa, la Corte Constitucional destacó que el derecho a trasladarse NO 

es absoluto y debe atender criterios de sostenibilidad financiera y expectativas 

pensionales. 

- ACERCA DE LA FALTA DE CONSENTIMIENTO INFORMADO Y DE 

INFORMACIÓN CLARA O INDUCCIÓN AL ERROR POR PARTE DEL 

FONDO PRIVADO: 

 

Es menester traer a colación el PRECEDENTE DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN, SALA 1ª DE DECISIÓN LABORAL:  

REFERENCIA: NULIDAD DE TRASLADO DEL REGIMEN DE PRIMA MEDIA CON 

PRESTACIÓN DEFINIDA AL RAIS POR INDUCCIÓN AL ERROR. 

La Sala Primera de Decisión Laboral, integrada por los magistrados MARINO 

CARDENAS ESTRADA, JOHN JAIRO ACOSTA PEREZ y HUGO ALEXANDER BEDOYA 

DIAZ. 

La sentencia, en esta ocasión, responde al conflicto jurídico consistente en 

establecer si la decisión que llevó a la asegurada a trasladarse de régimen pensional, 

retirándose del entonces INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES y habiéndose 

afiliado a PORVENIR S.A., pasando del régimen de prima media con prestación 



 
definida al régimen de ahorro individual con solidaridad, lo cual trae como 

consecuencia la pérdida del régimen de transición, estuvo motivada por una 

inducción al error en la que eventualmente habría incurrido PORVENIR S.A. para 

concretar dicho traslado; o si por el contrario, el mismo se dio de manera libre y 

voluntaria por la actora, aspectos sobre los cuales se determinará si eventualmente 

configuraron una nulidad por vicios en el consentimiento de la actora, de lo cual es 

propio decir que la base fáctica y jurídica ha sido plenamente discutida y conocida por 

las partes, así como la sentencia dictada por el A quo (folios 112 y siguientes), razón 

por la cual, al interponerse y sustentarse debidamente el recurso de apelación por la 

parte demandante, procede  esta sala a desatarlo. 

La sentencia de primera instancia absolvió a las entidades demandadas de la 

pretensa nulidad del traslado y del reconocimiento y pago de la pensión de vejez a 

la asegurada, decisión que fue recurrida en alzada por el apoderado de la 

demandante, quien mostró su inconformismo con la totalidad del fallo de primera 

instancia y la absolución de lo pretendido, para lo cual argumentó que es evidente 

el error al cual fue inducida la Señora Hoyos Alzate por parte de PORVENIR S.A., ya 

que era necesario que en el proceso de traslado, dicha entidad le hubiere dado la 

suficiente ilustración e información a la asegurada a fin de que valorara las 

consecuencias adversas a las cuales se vería abocada al hacer ese traslado y que la 

misma fuera sustentada técnica, económica y jurídicamente, de manera diligente 

por parte del fondo, a fin de que la señora Hoyos Alzate tomara la decisión 

correspondiente, conociendo las consecuencias que le acarrearía el hecho del 

traslado de COLPENSIONES al RAIS, consistentes en la pérdida del régimen de 

transición y el recibir a futuro una pensión bastante deficitaria, con respecto a la que 

le correspondería de no haberse trasladado.  Aclaró que si bien la actora es una 

profesional, no es abogada, ya que es ingeniera industrial, por lo que no es experta 

en pensiones, no conoce el tema, circunstancia que justifica aún más una completa 

información que debió habérsele dado. 

Adujo que la defensa que ejerció en primera instancia el fondo privado demandado, 

se limitó al aporte de un formulario que contiene la firma de la asegurada, aceptando 

el traslado. 

Al efecto citó jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en 

la que destacó lo dicho en la misma, en el sentido de que en un proceso de traslado 

a un fondo privado, es necesario que dicho fondo suministre una completa 

información sobre las reales implicaciones y consecuencias futuras que le acarrearía 

a la asegurada dejar el anterior régimen.  

Considera que hubo inducción al error, al no habérsele suministrado una proyección 

de lo que podría suceder cuando tuviera derecho a la pensión, ya que nada se aportó 

al proceso de inducción de traslado; que lo único que se le manifestó fue que el 

Seguro Social se iba a acabar y que se podría perder su pensión.  Es allí donde 

precisamente considera que existió una fuerza irresistible, de la que habla el Código 

Civil. 

Esta Sala toma en forma específica, sobre la base de su competencia, los temas 

relacionados en la impugnación. 



 
La sentencia apelada debe REVOCARSE, y en su lugar DECLARAR que existió una 

inducción al error a la demandante por parte de PORVENIR S.A., configurándose 

una nulidad en la afiliación a dicho fondo, lo cual trae aparejado el hecho de que las 

cosas vuelvan al estado anterior, sin que haya existido solución de continuidad en 

su afiliación y aportes a COLPENSIONES, entidad que deberá pagarle la pensión por 

vejez, por las siguientes razones: 

Esta Sala de Decisión desatará la alzada, partiendo del presupuesto según el cual 

no existen condiciones de preferencia o de jerarquía o importancia entre los 

regímenes pensionales de ahorro individual con solidaridad y de prima media con 

prestación definida, ni asumiendo que uno sea mejor que otro, ya que conforme al 

artículo 12 de la Ley 100 de 1993, “el Sistema General de Pensiones está compuesto 

por dos regímenes solidarios excluyentes pero que coexisten, a saber, régimen 

solidario de prima media con prestación definida y régimen de ahorro individual con 

solidaridad”; los cuales, como estructuras pensionales de reparto y de ahorro 

pensional, se encuentran regidos por los mismos principios, conforme al artículo 13 

de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2 de la Ley 797 de 2003. Es por 

ello por lo cual, todo el análisis se circunscribirá a establecer la pretensa nulidad 

derivada de la inducción al error en que se dice que incurrió PORVENIR S.A. para 

que se materializara el traslado.  

Debe decirse inicialmente que se está hablando de la ocurrencia de un error que 

ocurrió en el año 2000, es decir 14 años atrás; lo cual, de suyo delimita el tema 

probatorio, en la medida en que, no se entiende porque solo después de haber 

transcurrido el tiempo, considera la actora que se la hizo incurrir en un error. 

 

El error que alega la parte recurrente se encuentra relacionado con el 

desconocimiento de la Ley.  Es decir, que es posible (desde donde se lo pueda 

considerar), que eventualmente la actora haya incurrido en un error al escoger el 

FONDO DE PENSIONES PORVENIR S.A., precisando que dependiendo de la 

modalidad de sistema de fondo que quisiere escoger y según sus calidades 

personales de ingreso y de monto de asignaciones salariales, es que puede hablarse 

eventualmente de un error al escoger sea ya el régimen de prima media con 

prestación definida o el régimen de ahorro individual con solidaridad.  Sin embargo, 

es importante destacar que ese error que eventualmente pudo existir, bien pudo 

evitarse, ya que era totalmente excusable bajo la generalidad y promulgación de la 

ley. 

 

El artículo 1509 del Código Civil establece respecto a este error: 

 

“Artículo 1509.- Error sobre un punto de derecho.  El error sobre un punto de 

derecho no vicia el consentimiento”. Y, es que es evidente su excusabilidad.  

 

Ahora, el artículo 1513 del CC por su parte regula la fuerza.  Teniendo en cuenta 

que el recurrente sustenta la alzada indicando que la actora se vio enfrentada a una 

fuerza irresistible, debe decirse que la disposición en cita establece que “la fuerza 

no vicia el consentimiento sino cuando es capaz de producir una impresión fuerte 

en una persona de sano juicio”. 

 



 
Quiere ello decir que, por más agresiva que hubiere sido la oferta del fondo privado, 

esa conducta se enmarcaba dentro de la dinámica comercial que en el marco de la 

competencia y la actividad mercantil desarrollan las empresas.  A la actora no le era 

inexorable su afiliación a PORVENIR S.A., por más que se le hubiere vendido la idea 

de que ese régimen le era más favorable.  

 

Partiendo de las consecuencias que la parte actora considera que le fueron 

desfavorables al trasladarse de régimen, cuales fueron la pérdida del régimen de 

transición y el entrar a disfrutar de una pensión inferior a la que hubiere recibido, 

de permanecer en el régimen de prima media con prestación definida, debe decirse 

que ello, bajo el criterio que alega la parte demandante, pudo evitarse. 

 

Respecto a lo primero, a la pérdida del régimen de transición, el artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993, establece en su inciso 5º: 

 

“Lo dispuesto en el presente artículo para las personas que al momento de entrar 

en vigencia el régimen tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son 

mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, no será aplicable 

cuando estas personas voluntariamente se acojan al régimen de ahorro individual 

con solidaridad, caso en el cual se sujetaran a todas las condiciones previstas 

para dicho régimen”.  

 

Esta disposición no se encuentra elaborada para abogados, se trata de una ley 

producto de la potestad legislativa configurativa del legislador para regular los 

requisitos y condiciones para acceder al derecho pensional.  Por más que el 

recurrente indique que si bien la actora es una profesional, no era abogada y que 

en tal sentido no podía desentrañar estas consecuencias, se trata de un 

argumento que va en contra de los efectos de la publicidad y generalidad con que 

la ley es promulgada.  Bien pudo haberse asesorado, haber consultado otro punto 

de vista y haber tomado una decisión con la suficiente información acerca de lo 

que más le convenía. 

 

En cuanto a lo segundo, referido a que, de haber permanecido en el régimen de 

prima media con prestación definida, le hubiere correspondido el pago de una 

pensión superior, eso es relativo.  En primer término, hay que decir que eso no 

se sabe, ya que para alcanzar a adquirir una pensión bajo el régimen en el que 

actualmente se encuentra, le hace falta una mayor densidad de cotizaciones, 

respecto de las cuales no se sabe cuál sería el monto de los ingresos base de 

cotización sobre los cuales se cotizara, es decir, se trata de un hecho futuro e 

incierto. 

 

Aunado a ello, a muchas personas les interesa el Régimen de Ahorro Individual 

con Solidaridad porque, al ser un régimen de ahorro, lo cual puede resultar 

atractivo para alguien que devenga un salario considerablemente superior, les 

reportaría una mejor posibilidad de reunir rápidamente el capital necesario para 

pensionarse, y de esa manera acceder más rápidamente al derecho a la pensión.  

A otros, por el contrario, les puede parecer un régimen poco atractivo, dado el 

bajo monto de sus ingresos.  En el caso de autos, si se observan las historias 



 
laborales de la actora, visibles a folios 17 y siguientes del expediente, puede 

advertirse que ha tenido salarios considerablemente altos, por lo que su 

permanencia en el régimen de ahorro individual con solidaridad puede no serle 

desfavorable.  

 

 

La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en variada jurisprudencia ha sido 

reiterativa en que existe un deber de información a cargo de la entidad que ofrece 

la nueva alternativa de régimen de afiliación, en este caso PORVENIR S.A.; sin 

embargo ese deber de información no se excluye con la seriedad y suficiencia con 

la que también debe obrar el asegurado, al asistirse de un grado de diligencia 

cabal; grado de suficiencia e información, que para el caso en concreto, es incluso 

la misma ley la que se lo suministra, pudiendo indagar a cabalidad sobre los 

aspectos que rodean dicho traslado y así poder tomar una decisión seria y 

responsable de lo que más le convenga. 

 

 

No puede perderse de vista que el fondo privado se encuentra en el marco de 

una oferta comercial legítima; en tanto no está ofreciendo un producto, o mejor, 

servicio público de la seguridad social que sea ilegal o que contraríe los postulados 

constitucionales de irrenunciabilidad, servicio público y garantía a los riesgos, 

establecidos en el artículo 48 superior. 

 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, no existen fundamentos de hecho o de derecho 

suficientes que permitan declarar la ineficacia o nulidad de traslado pretendida 

por el demandante en el libelo de la demanda, y no basta la simple afirmación de 

“no haber recibido una debida información” al momento de realizarse el traslado. 

 

 

Es por eso que, la eventual afiliación del demandante al RPM y el traslado de los 

aportes al régimen en mención, depende de la decisión judicial favorable que 

previamente obtenga la parte actora respecto de la pretensión de la declaratoria 

de nulidad de la afiliación del RAIS.  

 

 

Finalmente, es importante tener en cuenta que, el acto de afiliación al RAIS lo 

realizó la parte actora en forma libre y voluntaria y cumpliendo con los requisitos 

legales, capacidad, consentimiento, objeto y causa licita, además la carga de la 

prueba radica en cabeza de la parte actora, y COLPENSIONES por vía de 

jurisprudencia no puede otorgar Prestaciones económicas que no estén 

expresamente consagradas en la ley, razón por la cual negó el traslado en sede 

administrativa. 

 

 

 



 
 

 

EXCEPCIONES DE FONDO 

 

 

Interpongo en contra de las pretensiones de la demanda las siguientes excepciones 

de fondo: 

 

I. BUENA FE: 

 

El Instituto de Seguros Social I.S.S. hoy Administradora Colombiana de Pensiones 

Colpensiones -COLPENSIONES-, entidad que represento, ha actuado siempre con la 

creencia, como en efecto lo es, de haber cumplido realmente con su deber, con la 

conciencia plena de no engañar ni perjudicar y con la convicción del cumplimiento 

legal de sus obligaciones, sin incurrir en abusos de su parte o maniobras engañosas. 

 

II. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION DEMANDADA Y FALTA DE 

DERECHO PARA PEDIR. 

 

La presente excepción se fundamenta en el sentido en que las pretensiones de la 

demandante carecen de fundamentos fácticos y jurídicos de sustento en contra la 

entidad que represento, toda vez que como lo he manifestado en el presente escrito 

de contestación de demanda, el demandante siempre fue libre de retirarse 

inicialmente de Colpensiones (régimen de prima media con prestación definida) y al 

afiliarse al RAIS y devolverse a COLPENSIONES, con las consecuencias que tenía el 

traslado y de acuerdo a la normatividad vigente. 

 

III. PRESCRIPCIÓN: 

 

De conformidad con el artículo 488 del C. S. T, en armonía con el artículo 151 del 

C.P.L., se establece que el transcurso del tiempo, en tres (3) años, hace que opere 

el fenómeno jurídico de la prescripción sobre lo demandado.  

La que debe afectar todas y cada una de las reclamaciones formuladas, contando 

los tres (3) años de que habla la ley, desde el momento de la notificación de la 

demanda hacia atrás, sin que esto signifique reconocimiento derecho alguno. 

 

IV. COBRO DE LO NO DEBIDO POR FALTA DE PRESUPUESTOS 

LEGALES PARA SU RECLAMACION 

 

COLPENSIONES, ha expresado con fundadas razones que la prestación económica 

no reconocida fue decidida conforme a derecho, por lo cual no existe razón fáctica 

ni jurídica para que se esté reclamando un derecho del cual el demandante no es 

acreedor.  

 



 
V. INOPONIBILIDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LA AFP ANTE 

COLPENSIONES, EN CASOS DE INEFICACIA DE TRASLADO DE 

RÉGIMEN 

 

La ineficacia o nulidad, resultaría inoponible frente a terceros de buena fe como en 

este caso Colpensiones, a la par que la figura de la inoponibilidad constituye un 

mecanismo protector del derecho a la seguridad jurídica, que en el caso de 

Colpensiones se consolida por el tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en 

el RAIS, aunado a que la seguridad jurídica que se deriva de la inoponibilidad 

pretende proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen 

alcance frente al principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la 

reserva pensional. 

 

Es decir, que la inoponibilidad en este caso frente a un negocio jurídico ineficaz, 

permite que sus efectos se mantengan ante un tercero de buena fe, o en otras 

palabras para el caso concreto, que se mantengan los efectos de la afiliación al RAIS 

frente a Colpensiones, para lo cual, se probará el desmedro patrimonial que sufre la 

reserva pensional del RPM en caso de resultarle oponible la ineficacia de los traslados 

irregulares al RAIS. 

 

VI. INOMINADA O GENERICA:  

 

Adicionalmente, solicito al despacho que, si llegare a encontrar probados hechos que 

constituyan una excepción, esta sea declarada de oficio a favor de mi representada 

COLPENSIONES. 

 

Por todo lo anteriormente referido, solicito al despacho se sirva declarar probadas 

las excepciones propuestas y en su lugar absolver a mí representada por todo cargo, 

y en su defecto condenar en costas a la demandante. 

 

  

PRUEBAS 

 

Para demostrar los fundamentos y razones de esta contestación de demanda, así 

como de las excepciones propuestas, solicito respetuosamente, señor juez, sean 

admitidas y se ordene la práctica de los siguientes medios de prueba: 

 

DOCUMENTOS QUE DEBEN SER APORTADOS CON LA CONTESTACIÓN DE 

LA DEMANDA PARA EL DECRETO DE PRUEBAS: 

 

➢ Expediente administrativo del demandante. 

➢ Historia laboral del demandante. 

 

INTERROGATORIO DE PARTE: 

 



 
El cual formularé al demandante en la audiencia de trámite y juzgamiento en la 

fecha y hora que decida el señor juez, igualmente me reservo el derecho de 

contrainterrogatorio que decrete el señor Juez en la etapa pertinente.  

 

 

ANEXOS 

 

Presento al Despacho la siguiente relación de documentos   

 

➢ Poder para actuar debidamente otorgado. 

➢ Certificación emanada de la Vicepresidencia de Talento Humano de la 

Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, mediante el cual 

se acredita el cargo de Gerente Nacional, cargo adscrito a la Dependencia de 

GERENCIA NACIONAL DE DEFENSA JUDICIAL.  

➢ Certificado de la superintendencia financiera de Colombia, razón social de 

Colpensiones.  

 

 

NOTIFICACIONES 

 

• A la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, Carrera 29 

No. 45-45, Centro Comercial Metropolitan Business Park, Piso 10, Oficinas 

1001 a 1007 notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co.  

• A la suscrita apoderada en la Secretaría de su Despacho o Arellano & Jaramillo 

S.A.S calle 22 norte # 6 AN 24 oficina 606 edificio santa Mónica Central Cali 

– Colombia. 

 

Del Señor Juez, atentamente, 

 

 

 

 

 

ISABEL CRISTINA BOTELLO MORA 

C.C 60. 390.346 de Cúcuta 

T.P. No 282.196 del C.S. de la J. 
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